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1. Norma acusada 
LEY 1476 DE 2011
(Julio 19)
Por el cual se expide el régimen de responsabilidad administrativa por pérdida o daño de bienes de propiedad o al servicio del Ministerio de Defensa Nacional, sus entidades adscritas o vinculadas o la Fuerza Pública
 
ARTÍCULO 35. APLICACIÓN. La presente le se aplicará en todos los casos de pérdidas o daños de los bienes señalados en el artículo anterior.
 
Los hechos generadores de responsabilidad administrativa ocurridos con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, serán investigados y fallados de conformidad con las disposiciones contenidas en esta. 
 
2. Decisión 
Declarar EXEQUIBLE el inciso 2º del artículo 35 de la ley 1476 de 2011.
 
3. Fundamentos de la decisión
 
El problema jurídico que le correspondió resolver a la Corte en este caso, consistió en determinar si vulnera el derecho al debido proceso establecido en el artículo 29 de la Constitución Política, disponer que las prescripciones contenidas en la Ley 1476 de 2011 se aplican para investigar y fallar hechos generadores de responsabilidad ocurridos antes de su vigencia.
En primer término, la Corte señaló que en cuanto a las normas sustantivas contenidas en la Ley 1476 de 2011 que regulan la esencia del régimen de responsabilidad, las conductas reprochables y sus consecuencias, en principio, no pueden aplicarse a hechos anteriores a su entrada en vigencia, por contrariar el principio de legalidad y la irretroactividad de la ley sustantiva diferente de la favorable o permisiva. Así, en principio, las normas de la Ley 1476 de 2011 que definen la responsabilidad de los servidores públicos “cuando den lugar a la pérdida o daño de bienes de propiedad o al servicio del Ministerio de Defensa Nacional, sus entidades adscritas o vinculadas o la fuerza pública” (art. 12) y las que estructuran los elementos de tal responsabilidad y el grado de culpa que cabe para deducirla (art. 16), entre otras, no podrían aplicarse respecto de hechos generadores de dicha responsabilidad administrativa realizados con anterioridad a su entrada en vigencia.
Con todo, la Corte precisó que existen otras normas sustantivas generales que fundamentan las exigencias de responsabilidad de todo tipo de personas –no solo de servidores públicos-, que por supuesto son anteriores a la fecha de inicio de de vigencia de la Ley 1476 de 2011. Por tanto, no puede en efecto afirmarse que, en ausencia de dicha Ley, no existiera mandato legal que defina la responsabilidad del Estado respecto de “la pérdida o daño de bienes de propiedad o al servicio del Ministerio de Defensa Nacional, sus entidades adscritas o vinculadas o la fuerza pública”. En otras palabras, la Ley 1476 de 2011 no es el único fundamento de la responsabilidad de los servidores en ella relacionados (art. 13) por los daños ocasionados a los bienes allí definidos (arts. 12 y 34).
En suma, la Corte resaltó que las reglas de la teoría del derecho y las propias normas civiles, han definido la responsabilidad de las personas por los daños ocasionados en virtud de culpa leve o grado superior de culpa. En este sentido, si bien las normas sustantivas o procesales con efectos sustantivos de la Ley 1476 de 2011 solo regirían para hechos generadores de responsabilidad administrativa ocurridos con posterioridad a su vigencia, resulta posible aplicar sus disposiciones de mero trámite o procedimiento a “hechos generadores de responsabilidad administrativa ocurridos con anterioridad a la entrada en vigencia” de dicha ley, con base en los principios generales del derecho que hayan preestablecido la responsabilidad de las personas por el daño inferido con la concurrencia de culpa, que en este sentido debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 5º de la ley a cuyo tenor “El destinatario de la actuación administrativa será procesado conforme a las leyes sustantivas y procesales preexistentes al acto que se le atribuya, ante funcionario competente previamente establecido y observando la plenitud de las formas del procedimiento regulado en la Constitución Política y en esta ley”. Por lo expuesto, la Corte declaró exequible la norma acusada. 
 
4. Salvamentos de voto
Las magistradas María Victoria Calle Correa y Adriana María Guillén Arango y los magistrados Jorge Iván Palacio Palacio y Luis Ernesto Vargas Silva manifestaron su salvamento de voto respecto de esta decisión, por considerar que la disposición demandada en su concepto desconoce el principio de irretroactividad de la ley y el derecho al debido proceso consagrados en el artículo 29 de la Constitución Política. 
A su juicio, es claro que a la luz de los preceptos constitucionales no es posible que las personas que han incurrido en responsabilidad administrativa se les aplique un procedimiento que no existía al momento en que incurrieron en la conducta que se sanciona, máxime cuando hay un procedimiento regulado en la Ley 610 de 2000 que está vigente. 
Los magistrados disidentes advirtieron que la facultad sancionadora del Estado, el principio del debido proceso administrativo tiene una mayor significación, pues las sanciones no pueden ser impuestas si se respetan los límites constitucionales. En esta materia, la Corte Constitucional ha sostenido que la potestad sancionadora de la administración: (i) persigue la realización de los principios constitucionales que gobiernan la función pública, de conformidad con el artículo 209 de la Constitución, esto es, igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad; (ii) se diferencia de la propiedad sancionadora por la vía judicial; (iii) se encuentra sujeta al control judicial; y (iii) debe cumplir con las garantías mínimas del debido proceso. Por tales razones, con el fin de garantizar el derecho de defensa de los administrados, la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de del debido proceso administrativo, todas las garantías esenciales que le son inherentes al debido proceso en general.
Señalaron que si bien la Corte ha reconocido la competencia del legislador para regular el derecho al debido proceso, de conformidad con los artículos 29 y 150, numerales 1 y 2 de la Constitución Política y establecer las etapas, oportunidades y formalidades aplicables a cada uno de ellos, así como los términos para interponer las distintas acciones ante las autoridades judiciales y administrativas, también ha precisado que a pesar de que se trata de una facultad amplia, está limitada por los principios, derechos fundamentales y valores esenciales del Estado constitucional de Derecho y que el desarrollo de cualquier procedimiento judicial o administrativo se debe ajustar a las exigencias del debido proceso contenidas en el artículo 29 de la Carta Política. En este sentido, la regulación que realice el legislador de los diversos procesos judiciales y administrativos se debe ajustar a las garantías sustanciales y formales que exige el derecho fundamental al debido proceso, entre las cuales está la regulación de los procedimientos, previa a las conductas que se quiere sancionar y que de ninguna manera puede ser posterior a estas, como se establece en el artículo 35 de la Ley 1476 de 2011, norma que a su juicio ha debido ser declarada inexequible por contrariar abiertamente el debido proceso. 
 
